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Fuente: DANE, 2020. 

Mapa. Zona de concentración de pobreza multidimensional en Buenaventura.  

 
Fuente: DANE, 2020.  

Mapa. Zona de Concentración de Pobreza multidimensional en San Andrés de Tumaco. 
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Fuente: DANE, 2020.  

A partir de las anteriores condiciones, no es una sorpresa que,  con la llegada de la emergencia 

sanitaria, social y economía, trajera consigo los impactos diferenciales a las comunidades 

étnicas alejados de los centros urbanos con capacidad para ofrecer ciertas garantías a las 

condiciones de aislamiento. Si se tiene en cuenta que una de las medidas del gobierno para 

tratar de contener los contagios fue la interrupción de la economía y el confinamiento, cuando 

la mayor parte de la población afrodescendiente vive de la informalidad y lo que se consigue 

diariamente, generó una afectación directa hacia poder sostener los hogares y garantizar la 

alimentación diaria, que incidía claramente en la capacidad del organismo para enfrentar al 

virus. Con ello, también se evidenció la poca capacidad de los sistemas de salud en las zonas 

afrodescendientes para contener y atender los casos de contagio más graves.  

Las Unidades de Cuidados Intensivos (UCI) se encuentran más alejadas para las 

comunidades negras e indígenas que para el resto del país, que son básicamente los centros 

donde se garantiza en alguna medida que los casos con afecciones respiratorias graves, 

puedan enfrentar las crisis y sobrevivir. Un estudio de la Universidad de los Andes, La cara 

étnica de la pandemia46, analizó cómo la ausencia de medios de transporte hace imposible 

llegar a los hospitales. La distancia promedio de las comunidades negras a los centros de 

salud que pueden atender la emergencia es de 81,49 km, concretado en que para los 75 

consejos comunitarios que se ubican en la zona de Nariño, la única posibilidad para los 

pacientes es llevarlo a la ciudad de pasto. En esta situación también cita que:  

De identificarse alguna persona contagiada en las zonas rurales de Buenaventura, la 

geografía, la dificultad y el costo de un transporte rápido juegan en contra de las 

comunidades. “Alguien que se enferme de gravedad en el Naya o Yurumanguí está a 

tres horas en lancha rápida de Buenaventura y un viaje así puede costar 3 millones de 

pesos. En las que viaja la comunidad en época pre-Covid, son seis o siete horas. Eso, 

si está en la zona baja del río, porque si está en la parte alta, se duplica el tiempo”, 

 
46Universidad de los Andes. (2020) La cara étnica de la pandemia en Colombia. Ver en: 
https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/41164/nota-macroeconomica-
24.pdf?sequence=1&isAllowed=y  
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dice el líder comunitario Angulo. Esa situación es similar en las cuencas de los ríos, 

como Cajambre, Mayorquín, Raposo o Anchicayá. 

En estas condiciones de desprotección y discriminación estructural, claramente la afectación 

en la identificación de casos y la letalidad también tiene impactos diferenciales. Tan solo en 

el registro de los resultados de las pruebas de contagio tienen tardanzas, lo que influye en  la 

determinación del cerco epidemiológico. La oportunidad diagnóstica de la población 

afrodescendiente refiere que tan solo un porcentaje muy pequeño pueda tener garantías sobre 

su diagnóstico en un tiempo prudente. Por ejemplo, solo el 6% de la población de 

Buenaventura recibe los resultados de las pruebas en menos de 48 horas, en Quibdó el 16%, 

en Timbiquí el 13% y el mínimo 1% en Tumaco47.  

Frente a la letalidad, la tasa de la población afrodescendiente es 25% más alta que el total 

nacional, lo que sugiere una mayor afectación del COVID-19. La representación en estas 

cifras es del 3,22%, aunque el peso poblacional sea de 9,34% aproximadamente48. Esto 

claramente se relaciona con las variables de vulnerabilidad socioeconómica.   

A lo dicho se le suma que las condiciones del sistema de salud de las zonas del pacifico no 

cuenta con personal, infraestructura ni capacidad necesaria para atender a su población que 

varía entre 400.000 y 500.000 habitantes, como sucede en el Chocó y Buenaventura. Por 

ejemplo, si ponemos atención al caso del Chocó, es uno de los departamentos que menos 

disponibilidad de personal de salud tiene, contando con 1,5 profesional de bacteriología por 

cada 100.000 habitantes, 6 enfermeros/as por cada 100.000 habitantes y 5,64 médicos por 

cada 100.000 habitantes49.  

Estos datos relacionados se hacen relevantes porque denotan el estado de emergencia en la 

que se encuentran las comunidades étnicas en sus territorios, que implica los peligros de 

 
47  Navarro. J. (2020) ¿Por qué la covid-19 se ensaña contra la población afro?. Semana rural. Ver en:  
https://semanarural.com/web/articulo/como-afecta-el-coronavirus-a-los-afro-en-colombia/1541  
48 Viáfara, C. & Larrahondo, O. (2020) Anotaciones preliminares sobre la Covid-19 y la población 
afrodescendiente en Colombia. Ver en:  
https://www.researchgate.net/publication/344324172_Anotaciones_preliminares_sobre_la_Covid-
19_y_la_poblacion_afrodescendiente_en_Colombia  
49 Ilex Acción Jurídica. (2021) Análisis de dos pandemias: Racismo y Crisis de la salud pública en Colombia. 
«Los impactos del COVID-19 para la garantía de los derechos a la salud, locomoción y territorio de la 
población afrocolombiana»  
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poder garantizar derechos como los de participación tanto de manera virtual, como una visión 

parcializada de presencialidad en la que presenta grandes riesgos a crear concentraciones que 

no tienen las condiciones de seguridad y que además no incluirían a toda la población, de 

acuerdo las prácticas culturales,  para la toma de decisiones de las comunidades.  

Las motivaciones y las prisas del gobierno por excluir a las poblaciones y al mismo tiempo 

omitir las condiciones socioeconómicas que tienen al involucrar un proceso que 

potencialmente considera la reanudación de aspersiones con glifosato, resulta a toda vista 

inadecuado y descontextualizado de la emergencia social, económica y sanitaria. Además, 

como expondremos a continuación también, habría que tener en cuenta que cualquier intento 

o incidencia en el cumplimiento del derecho a la consulta previa y participación, en la que 

claramente deben estar involucrados los consejos comunitarios, deben considerar la 

capacidad técnica de conexión.  

ii. Conectividad y acceso a tecnologías de información y comunicación de las 

comunidades del pacifico colombiano.  

En general, el acceso que tienen los territorios étnicos a internet y sus tecnologías es limitado. 

Apenas el 9.4% de los hogares puede tener acceso a computadores, portátiles y tablets, y solo 

el 16,2% cuenta con conexión a internet. Lo que en primera medida da la conclusión de una 

gran barrera para establecer cualquier conversación en línea entre las comunidades y el 

Estado.  

En este momento se debe anotar que los datos que se proporcionarán tienen la característica 

de no estar diferenciados por la variable étnico-racial, debido a la ausencia de estos datos en 

la información que tiene el DANE y el Ministerio de Tecnologías de Información y 

Comunicación (MinTIC). No obstante las características  de los departamentos evaluados en 

general, cuentan con condiciones precarias que muestra en su mayoría la poca capacidad 

tanto para las comunidades étnicas, alejadas de los centros urbanos, como para el resto de la 

población de garantizar acceso a la información y por lo tanto a la participación virtual.  

Aquí mostraremos dos puntos esenciales: el primero, es que no existen recursos ni en acceso 

a tecnologías ni en conexión para establecer comunicaciones sostenibles y que se den en 

doble vía; y el segundo, es que la población, enfocados en los departamentos de interés tiene 
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un amplio porcentaje de analfabetismo digital que impide su participación en condiciones 

cómodas y apropiadas, según sus costumbres y prácticas de toma de decisiones.  

Lo que se refiere a la conexión de internet, hay un acceso muy pobre. En el departamento de 

Cauca solo el 30,2% tiene conexión tanto fijo como móvil, estas cifras son de 38,4% para 

Nariño, 69,3% para Valle del Cauca y 38,4% para Nariño50. La aclaración pertinente en este 

punto es que, aunque Valle del Cauca a primera vista tiene un acceso óptimo a internet, pero 

en la zona de interés donde se concentran los consejos comunitarios, que es Buenaventura, 

solo el 28% de los hogares cuenta con cobertura a internet51.  

Si en el plano espacial se ve la incidencia de internet en la zona pacífica, según el reporte del 

primer semestre de 2020 de MinTic52, es decir información actualizada en medio de la 

pandemia, el acceso por internet fijo de los hogares es incipiente, afectado además por las 

zonas con estrato 1 y 2, como lo muestran los siguientes mapas.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
50 DANE. (2019) Boletin técnico. Indicadores básicos de tenencia y uso de Tecnologías de la Información y 
Comunicación – TIC en hogares y personas de 5 y más años de edad. Ver en: 
https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/tic/bol_tic_hogares_departamental_2018.pdf  
  
51 DANE. (2020) La informacion del DANE en la toma de decisiones de los municipios del pais. Ver en: 
https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/planes-desarrollo-territorial/100320-Info-Alcaldia-
Buenaventura.pdf  
52 MinTic.. (2020) Atlas de acceso fijo a internet 1er semestre de 2020. Ver en: 
https://colombiatic.mintic.gov.co/679/articles-160670_atlas_pacifico.pdf  
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Mapa. Atlas de acceso a internet fijo. Región Pacífica.  

 

Fuente: MinTIC, 2020.  

Tal como puede distinguir en el mapa, las zonas que tienen un acceso significativo a internet 

son los centros poblados de Cali, en parte Buenaventura-teniendo en cuenta la aclaración ya 

hecha-, Pasto, Popayán, Palmira y Tulia, la mayoría concentrada en el Valle del Cauca, que 

es el departamento con mayores índices de desarrollo. Empero, las zonas de los Consejos 

Comunitarios y en general, los territorios fuera del alcance de los centros urbanos, no tienen 

un acceso significativo que pueda permitir una conexión estable.  

En cuanto al acceso a computadores, celulares o dispositivos que permitan la conexión, 

tampoco es suficiente. En Cauca, solo el 16,5% cuenta con un computador de escritorio, 

portátil o tableta. Las cifras para Nariño son del 17,5%, Chocó con 11,5% y Valle del Cauca 

con 32,7%. Ahora, cuando se ven los datos que reflejan un uso generalizado de estos 

dispositivos, la situación no cambia mucho. En Cauca el 26,7%, en Chocó el 24,5%, en 
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Nariño el 27,5% y en Valle del Cauca el 33% usan un computador de escritorio, siendo 

mucho menor el porcentaje que tiene acceso a un portátil.  

Uno de los argumentos que tenían las autoridades demandadas en el asunto que nos 

concierne, es la socialización de las diligencias a través de la radio regional o de alcance 

nacional para términos de convocatoria y de transmisión, lo que a su consideración sería lo 

suficiente para garantizar una participación adecuada, tal como se consignó además en el acta 

de la audiencia pública hecha en diciembre del año 2020. Sin embargo, no se tomó en cuenta 

que la radio y su uso para fines comunitarios es poco significativo. Solo el 45,4% de la región 

pacífica en el año 2018 escuchó señal de radio, a esto se le debe añadir que las zonas en las 

que se encuentran las comunidades étnicas, los centros poblados y rurales dispersos, donde 

realmente hay incidencia del PECIG en general, la cifra bajó a un 22,1% que lo usa para 

información de interés comunitario. A nivel departamental este porcentaje de uso no cambia 

mucho. En el Cauca el 15,4% lo aprovecha para fines comunitarios, en Chocó un 44,4%, en 

Nariño un 23,3% y tan solo un 10,6% en el Valle del Cauca.  

Para el segundo punto, que mencionamos en los párrafos introductorios de esta instancia, 

sobre el analfabetismo digital, se debe traer a colación,  que no es suficiente tener redes y 

artefactos que permitan la conexión,  si la población que debe hacer parte de los procesos de 

participación no sabe cómo utilizarlo, porque los procesos de consulta, discusión y 

socialización deben hacerse según las condiciones adecuadas para cada tipo de población. 

Hay cifras bastante amplias que permiten concluir que un gran porcentaje de la población no 

usan internet, porque no saben cómo usarlo. En el departamento de Cauca el 55,7% no lo 

sabe, en Chocó un 40,2% también desconoce cómo funcionan estas herramientas. Mientras 

que en Nariño las cifras son de un 54,1% y en el Valle del Cauca un 43,7%. Estos datos son 

uno de los mayores registrados a nivel nacional.  

Bajo estas condiciones no solo de acceso, sino de un conocimiento de uso de las TIC, 

implementar una participación virtual en cualquier condición vulneraría,  si se llegara a 

considerar como ya lo hizo el Ministerio del Interior, el derecho a la consulta previa. 

Igualmente, sería contrario a las garantías de las comunidades afrocolombianas disponer de 

mecanismos de flexibilización que ponen en riesgo su participación y los procesos colectivos 
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de socialización y toma de decisiones. En dicho punto, el análisis de lo que implica y ha 

implicado para los territorios adelantar unos procesos de discusión del Plan Ambiental de 

PECIG, más allá de un proceso de exclusión como se ha dejado claro en este momento, 

presenta además unas restricciones y una parcialización de las versiones estatales en 

desconocimiento de la emergencia sanitaria y las condiciones de vulnerabilidad que ya tenía 

la población , anterior a ella.  

5. Conclusiones  

El Plan de Manejo Ambiental del PECIG es una diligencia que evidentemente pone en 

discusión la reanudación de las aspersiones con glifosato en los territorios de las comunidades 

negras, debido a que son estos los que se ven inmersos en los departamentos que tienen una 

alta representatividad de población afrocolombiana, que además ya han tenido un precedente 

de afectaciones que aún no han sido reparadas por el uso de glifosato en los programas de 

erradicación. En ese sentido, que incluso con las aclaraciones estatales se diga que las zonas 

de influencia del PECIG no tienen incidencia en comunidades étnicas, la realidad de las zonas 

que la misma institucionalidad expone, indica todo lo contrario, afectando y desconociendo 

las decisiones de la Corte Constitucional sobre el indicio grave que estos programas tienen 

respecto a la implicación  directa en los territorios de las comunidades étnica identificada ,  y 

por contera la obligatoriedad de realizar la consulta previa y la consecución de un 

consentimiento libre e informado, a razón de los impactos y afectaciones de incidencia social, 

económica y ambiental que estas prácticas traen consigo.  

La audiencia pública que discutió el Plan de Manejo Ambiental del PECIG, para la obtención 

de la licencia ambiental, vulnera los derechos de las comunidades étnicas a la participación 

en materia medio ambiental, directamente a la consulta previa y a  la protección de sus 

derechos fundamentales, porque desconoció su integración tanto en el proceso de 

socialización, como en la mera omisión de realizar el procedimiento administrativo concreto 

de vital importancia para la supervivencia de las comunidades.  

Igualmente, la propia realización de la audiencia pública en las condiciones que se hicieron, 

omitiendo las restricciones de conexión que son aplicables tanto a comunidades étnicas, 

como rural, es contrario a los criterios de participación real y efectiva que permita escuchar 
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a todas las partes y no solo cumplir con un trámite administrativo, que configurará la vida de 

muchas personas, que además históricamente han sido marginadas y excluidas por las 

políticas estatales.  

En ese sentido, y en coherencia con todo lo expresado, solicitamos respetuosamente a la 

Corte:  

1. TUTELAR el derecho a la consulta previa y participación de las comunidades étnicas, 

especialmente la comunidad afrodescendiente, desconocidas en el caso concreto.  

 

2.  ORDENAR la práctica de la consulta previa de las comunidades étnicas afectadas 

que estén incluidas en los núcleos del Plan de Manejo Ambiental, haciendo la debida 

caracterización de las comunidades, las conversaciones previas para estructurar 

consultas previas acordes a sus necesidades y que se respeten las condiciones de 

comunicación y participación en medio de la pandemia.  

 

3. ORDENAR  a la  ANLA para que realice nuevamente la audiencia pública, toda vez 

que esta no presentó las garantías suficientes para la participación de las comunidades 

citadas en esa instancia, desconociendo sus derechos a la participación en materia 

medioambiental.  

 

4. ORDENAR la suspensión del trámite de licenciamiento ambiental hasta que no se 

tengan las condiciones para garantizar los espacios de participación y consulta previa 

adecuadas para las comunidades en medio de la emergencia social, sanitaria y 

económica por COVID-19.  

Cordialmente,  

 
Dayana Blanco Acendra 

CC. 1.128.050.390 
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